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Las bolsas negras de la 
psiquiatría del Estado español 
Nos encontramos a las puertas del mítico 92, consagrac/on, 
parece ser, de nuestro país como miembro del club de Estados 
modernos, propulsores del progreso y el desarrollo científico y 
tecnológico de sociedades avanzadas. 
Sin embargo, paradógicamente, subsisten en él realidades menos 
triunfalistas y más vergonzantes, lacerantes resonancias de otros 
tiempos de nuestra historia de las que apenas se hablan: nos 
referimos a las bolsas negras de la psiquiatría española que, la­
mentablemente, coexisten alIado de las experiencias avanzadas, 
de los éxitos en el desarrollo de nuevos modelos de atención en 
salud mental, de psiquiatría comunitaria. 
Extremadura, Castilla, León, Baleares (excepto Ibiza y Formen­
tera), Cantabria, la Galicia interior, son algunos de estos territorios, 
en los que sus habitantes sufren una clara discriminación en cuanto 
a la calidad de los servicios y prestaciones de atención psiquiátrica 
y de salud mental pública comparándola con la recibida en otras 
regiones del Estado español. 
El repertorio de servicios asistenciales se reduce a los dispositivos 
manicomiales como los de Oña, Palencia, Lugo, Mérida, Mallorca, 
a la consulta del neuropsiquiatra del seguro y a alguna unidad 
básica de salud mental dellnsalud (uno de cada 5 ó 6 beneficiarios 
de la Seguridad Social) y alguna unidad psiquiátrica del hospital 
general, aunque todavía hay comunidades autónomas como la 
Balear sin ninguna unidadpsiquiátrica de hospital general funcio­
nando. 
En esta situación de flagrantes desigualdades territoriales está 
pesando la lentitud que experimenta la Reforma Psiquiátrica en el 
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Estado (al menos en relación a las expectativas iniciales), el des­
arrollo de la Ley General de Sanidad. 
La promulgación de esta Ley ha producido indirectamente una 
desinversión acelerada en materia psiquiátrica en un gran número 
de diputaciones provinciales, cabildos y consells insulares, atención 
cuyo coste representa entre el 15 y el 30 % de sus presupuestos. 
Estas administraciones locales en la expectativa inminente de trans­
ferir sus hospitales psiquiátricos a la Administración central, o a 
la autonómica, 'lo han emprendido plan alguno de transformación 
de dichos dispositivos, así como su adecuación a un modelo de 
atención psiquiátrica más moderna. 
Por otra parte, las administraciones autonómicas que accedieron 
a sus Estatutos de Autonomía por la vía del artículo 143 (vía lenta 
hacia el techo competencial), no tienen voluntadpolítica para asumir 
y activar procesos de reforma psiquiátrica en sus respectivos terri­
torios, justifican esta actitud de inanición con el argumento de 
que nada puedan hacer mientras no reciban las transferencias y 
recursos sanitarios que establece la Ley de Sanidad. 
En este umaremágnun unadie se siente responsable de la aten­
ción psiquiátrica; mientras tanto, languidecen los manicomios, y 
con ellos la población de crónicos, y los usuarios de servicios 
psiquiátricos y de salud mental se ven condenados a recibir una 
atención obsoleta y claramente cuestionada en su totalidad. 
Insalud se ha convertido en la Administración que muestra 
una mayor iniciativa en la creación de recursos de salud mental, 
aunque sus 70 unidades básicas de salud mental no den cobertura 
especializada más que a una sexta parte de la población, claramente 
insuficiente, aunque frecuentemente son las delegaciones pro­
vinciales dellnsalud quienes ponen freno a los planes de ampliación 
de la cobertura de salud mental a la población, en base a otras 
prioridades de inversión sanitaria. 
Esta Administración, excepto en donde los Comités de Coordi­
nación y Enlace funcionan mediante convenios con las adminis­
traciones autonómicas, está siguiendo criterios de planificación 
internos de sus recursos de salud mental, en lugar de contemplar 
otros criterios más adecuados, como, la complementariedad, re­
equilibrio y compensación en aquellas zonas geográficas más de­
ficitarias en este campo, con el fin de ofrecer una cobertura de 
asistencia psiquiátrica y de salud mental más equilibrada con menos 
desfases entre unas regiones y otras. Pero, salvo excepciones, las 
comisiones de Enlace y Coordinación previstos por la Ley General 
de Sanidad no funcionan en absoluto. Estas comisiones, constituidas 
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por el Ministerio de Sanidad y las administraciones autonómicas, 
con la posibilidad de participación de otras administraciones locales, 
deberían ser en estos momentos el verdadero motor de la Reforma 
Psiquiátrica y con más razón en aquellas zonas del Estado más 
atrasadas. Frecuentemente, ello es debido a razones políticas aun­
que su responsabilidad, tal como dice la Ley, sea la de establecer 
una planificación en materia sanitaria en base a las necesidades 
planteadas en la Comunidad Autónoma respectiva y a promover 
aquellas medidas destinadas a satisfacerlas. Cuando esto está en 
juego, no podemos entender ni compartir razones políticas que 
sustraigan a estas comisiones de su cometido. 
En el último mes de febrero la AEN celebró en Madrid unas 
Jornadas sobre la "Reforma-No Reforma de la Asistencia Psiquiá­
trica en España y el papel de la AEN': cuyas conclusiones aparecen 
en esta Revista. En ellas se instaba a las autoridades a dar un 
mayor impulso a la Reforma Psiquiátrica ante la preocupación que 
producían la aparición de síntomas de ralentización de la misma. 
Hoy no podemos permitir ni quedar impasibles ante la existencia 
de bolsas negras en la atención psiquiátrica y de salud mental en 
el Estado español, bolsas que condenan a millones de personas a 
la que tienen claramente derecho y de la que otros conciudadanos 
disfrutan en nuestro país. 
Celebramos este paso dado por el Ministerio de Sanidad hacia 
la universalización de la Seguridad Social al 99 % de la población 
española; creemos que es una medida de una enorme trascendencia 
y que va a tener consecuencias también en el campo psiquiátrico. 
Asimismo, apelamos a un mayor sentido de responsabilidad a 
las distintas administraciones con competencias y recursos en 
materia psiquiátrica de modo que contribuyan a desbloquear esta 
situación de "impass': con una mayor generosidad y amplitud de 
miras, a fin de garantizar unos servicios de atención a la población 
acordes al lugar que el Estado español ocupa en el concierto de 
nacIones. 
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